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1. Introducción  
 
La brecha fiscal, conocida también como tax gap, se puede definir como la diferencia 
entre la recaudación impositiva efectivamente obtenida y la que en realidad se debería 
obtener de haber un cumplimiento fiscal perfecto. En consecuencia, su estimación 
permite obtener para un determinado impuesto o para el sistema fiscal en su conjunto 
una información muy relevante sobre el grado de incumplimiento fiscal y sus 
componentes, así como sobre su evolución a lo largo del tiempo. Esta información 
puede ser fundamental para las administraciones tributarias a la hora de decidir cómo 
asignar sus recursos para mejorar el cumplimiento fiscal (Shaw et al., 2010). Desde que 
en 1973 la agencia tributaria federal de EE. UU. (Internal Revenue Service, IRS) fuera 
pionera en la estimación de la brecha fiscal del impuesto sobre la renta, su importancia 
se ha ido extendiendo y en la actualidad 23 administraciones tributarias calculan la 
brecha fiscal de alguno de sus impuestos (OCDE, 2017) y la Unión Europea lo hace en el 
caso del IVA de sus estados miembros. De manera más anecdótica, la popularidad del 
concepto se puede observar por el número de búsquedas en Google del concepto de 
tax gap: 7.290.000 en 2017, cuando en 1990 ascendían a 1.6101. Y en su versión 
española, “brecha fiscal”, de 35 a 69.500.  
 
El motivo principal que origina la existencia de una brecha fiscal es la evasión, por lo que 
a la hora de calcularla resulta inevitable efectuar una estimación, esto es, un cálculo 
aproximado al que se llega después de aplicar una determinada metodología. La cifra 
final obtenida será relevante, pero seguramente más importante aún resulta conocer 
cuál es su evolución temporal. Esto significa que, para ser rigurosos y transparentes, en 
su estimación deben cumplirse al menos tres requisitos: primero, los resultados se han 
de presentar dentro de unos determinados rangos de confianza; segundo, la 
metodología ha de ser relativamente estable a lo largo del tiempo; y, tercero, los datos 
utilizados en la metodología de estimación deben estar disponibles de manera 
recurrente. De esta manera, la estimación de la brecha fiscal tendrá sentido y aportará 
una información que puede ser muy útil a la administración tributaria, como 
instrumento de gestión. Igualmente, la estimación y publicación periódicas de la brecha 
fiscal ofrecen una información a la opinión pública sobre la actuación de la propia 
administración tributaria, reforzando con ello el funcionamiento de las instituciones a 
través de un mejor proceso de rendición de cuentas. Finalmente, el mayor conocimiento 
sobre los componentes que provocan la brecha fiscal también se puede utilizar por el 
propio legislador a la hora de valorar cambios normativos. 
 
En consecuencia, la brecha fiscal puede aportar una información muy importante para 
un mejor conocimiento de los sistemas fiscales y de su aplicación, si bien cabe reconocer 
que es un concepto no exento de debilidades. Como se acaba de afirmar, porque se 
trata de una estimación, pero también porque hay que ser cautelosos tanto a la hora de 
interpretar su valor para un momento determinado como al efectuar comparaciones 
entre países. En efecto, el valor de la brecha fiscal también dependerá de elementos 
1 Ciertamente, la expansión de Internet ha sido exponencial desde los años 90 hasta la actualidad, pero el 
crecimiento porcentual de las búsquedas en Google de otros conceptos muy relevantes en fiscalidad 
como tax evasion (de 896 a 3.050.000) o tax reform (de 2.480 a 10.100.000) está todavía por debajo del 
de tax gap.  
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inherentes al propio sistema fiscal y al entorno de cada país en el cual se aplica. Los 
diferentes impuestos y su importancia pueden diferir enormemente2, así como la 
composición de las bases (por ejemplo, capital o trabajo), la estructura productiva o el 
nivel de moral impositiva. Estas fuentes diversas de heterogeneidad son relevantes al 
comparar las brechas fiscales entre países para un determinado período de tiempo. Así, 
por ejemplo, resulta imposible comparar directamente el valor de la brecha del Reino 
Unido y Suecia sin llegar a conclusiones sesgadas.  
 
En definitiva, un primer objetivo de este artículo es analizar el concepto de brecha fiscal, 
destacando las ventajas que su estimación supone, pero siendo conscientes también de 
sus limitaciones. Y, en segundo lugar, en el artículo proponemos una metodología para 
estimar la brecha fiscal de los principales impuestos que en España son gestionados por 
las comunidades autónomas de régimen común y aplicamos dicha metodología para el 
caso de Cataluña. En concreto, y para el año 2014, estimamos la brecha del Impuesto 
sobre el patrimonio (IP), del Impuesto sobre sucesiones y donaciones (ISD) y del 
Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados (ITPAJD). 
Que sepamos, es la primera vez que en España se estima la brecha fiscal de estos 
tributos cedidos3. Su estimación puede resultar también de utilidad en el debate que de 
manera recurrente se suele plantear sobre el futuro, y no sólo en España, de estos 
impuestos, en particular, del IP y del ISD.  
 
La brecha fiscal estimada, calculada sobre la recaudación potencial, es del 26,48%, valor 
que se sitúa en un rango de entre el 23,29% y el 29,49%. Esto significa, en otras palabras, 
que se recaudan casi 3 de los 4 euros que potencialmente podrían recaudarse mediante 
los tres impuestos. No obstante, la heterogeneidad es muy importante. La mayor brecha 
se da en el IP, un 44,34% (rango: 37,95%-49,6%), y la menor en el ITPAJD, 10,43% (9,73%-
11,13%); mientras que la del ISD se sitúa en el 41,26% (38,44%-44,01%), próxima a la de 
IP. Como veremos al analizar los componentes de la brecha de cada impuesto, las 
diferencias entre IP e ISD con respecto a ITPAJD se derivan de la distinta naturaleza de 
los primeros: impuestos directos personales en los que resulta fundamental el criterio 
de la residencia, por lo que también deben declararse bienes situados en el extranjero. 
Los activos financieros en el extranjero resultan mucho más fáciles de ocultar que los 
bienes inmuebles, en torno a cuyo gravamen se configura básicamente el ITPAJD. 
Asimismo, la existencia de beneficios fiscales a favor de la empresa familiar tanto en 
patrimonio como en sucesiones permite abusar de su aplicación, constituyendo otra 
fuente de la brecha fiscal.  
 
Se suele considerar que la globalización económica, el desarrollo de las nuevas 
tecnologías y la digitalización presentan importantes retos en los sistemas fiscales 
actuales (Gupta et al., 2017), aunque algunos autores predicen que estos cambios 
2 Las diferencias en los sistemas fiscales que identificamos como clave se expresan en términos 
cualitativos y en función de su mayor o menor impacto sobre el cumplimiento fiscal voluntario. Al expresar 
la brecha fiscal en términos porcentuales, las diferencias cuantitativas de presión fiscal entre países no 
son relevantes.  
 
3 La estimación de la brecha fiscal habitualmente se efectúa en el ámbito de un país, aunque también 
existen estudios de alcance regional. Por ejemplo, para el Estado de Georgia en los EE. UU. (Alm y Borders, 
2014).  
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pueden permitir una progresiva reducción de la brecha fiscal. Alm y Soled (2016) creen 
que el uso extensivo de las tarjetas de crédito, incluso a través de dispositivos móviles, 
y el acceso a los datos masivos (big data) dejan trazas del comportamiento del 
contribuyente muy útiles para mejorar el cumplimiento fiscal. Según Jacobs (2017), la 
información sobre el consumo de los individuos obtenida a través de los métodos 
electrónicos de pago puede permitir comprobar si sus gastos son coherentes con el nivel 
de ingresos declarados, o puede facilitar la creación de registros sobre propiedades y 
rentas del capital. Si bien esto es cierto, no podemos olvidar la importancia de los 
factores institucionales para poder aprovechar las posibles ventajas de la digitalización, 
entre los cuales el mayor intercambio de información entre países resulta fundamental 
(Durán-Cabré y Esteller-Moré, 2018). En todo caso, hasta que realmente se pueda 
observar una reducción generalizada de las brechas fiscales, al menos en los países 
desarrollados, pensamos que su estimación es un instrumento muy válido y necesario 
para la sociedad.  
 
La estructura del resto del artículo es la siguiente: en la Sección 2, definimos el concepto 
objeto de estudio, así como sus componentes y los principales aspectos metodológicos 
relacionados con su estimación. En la Sección 3, argumentamos el interés de su cálculo 
periódico a través de identificar su uso y su utilidad social. En la Sección 4, revisamos 
algunas experiencias internacionales relevantes relativas al cálculo de la brecha fiscal; y 
en la Sección 5, describimos la metodología y presentamos los principales resultados de 
la aplicación para Cataluña. La Sección 6 concluye. 
 
 
2. Brecha fiscal: definiciones, componentes y metodologías de cálculo 
 
2.1. Definiciones y componentes 
 
En la Introducción, hemos definido de manera genérica la brecha fiscal como la 
diferencia entre la recaudación efectivamente obtenida y la recaudación potencial que 
se obtendría de haber un cumplimiento fiscal perfecto. De manera más precisa, y 
siguiendo a la agencia tributaria federal norteamericana, la IRS, la brecha fiscal se puede 
definir como “la diferencia entre la cuota impositiva que los contribuyentes tendrían que 
pagar y la que realmente pagan durante el período voluntario”4. Acorde con esta 
definición, se pueden identificar tres componentes de la brecha fiscal: 
 
- La no-declaración (en inglés, non-filling): hechos imponibles que no se declaran, 
aunque de acuerdo con la normativa debería hacerse. En los impuestos objeto 
de nuestro análisis esto sucede, por ejemplo, cuando se recibe una herencia, 
pero no se presenta la autoliquidación del ISD; cuando se compra un piso de 
segunda mano y no se autoliquida el ITPAJD; o cuando el patrimonio de una 
persona supera el mínimo exento del IP, pero no presenta la autoliquidación. 
 
- La infradeclaración (en inglés, under-reporting): aunque se declara el hecho 
imponible, no se efectúa de manera completa, por ejemplo, porque no se 
declaran todos los activos, o bien, se declaran por un valor inferior al legal, o se 
4 Véase Toder (2007), o directamente la WEB de IRS:  https://www.irs.gov/newsroom/the-tax-gap 
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aplica una bonificación fiscal a la que no se tiene derecho. 
 
- El impago en período voluntario (en inglés, under-payment): se presenta la 
declaración del impuesto, pero el contribuyente no realiza el pago de la 
obligación tributaria en el período voluntario establecido para ello.  
 
Estos componentes son incompatibles entre sí, de manera que la presencia de uno de 
ellos en la estimación de la brecha fiscal excluye la del resto para evitar una doble 
contabilización. Esto significa que, por ejemplo, si un contribuyente declara un valor de 
un bien inferior al que correspondería, en la estimación de la brecha fiscal se considerará 
dentro del concepto de infradeclaración y no en el de impago en período voluntario.  
 
Esta descomposición puede permitir a la administración tributaria conocer mejor qué 
tipo de acciones debe llevar a cabo en aras de la reducción de la brecha fiscal. Por 
ejemplo, centrarse en los no-declarantes o en la infradeclaración, según cuál sea la 
importancia de cada uno de estos dos factores y el coste de su reducción. A su vez, cada 
uno de estos factores puede descomponerse en, digamos, subfactores originarios de la 
brecha fiscal. Por ejemplo, y como veremos en nuestra estimación, el factor más 
importante de la brecha fiscal en el ISD es la infradeclaración y, dentro de ésta, existen 
diversos elementos como la no declaración del patrimonio localizado en el extranjero, 
el uso indebido de la reducción prevista para la transmisión de la empresa familiar o la 
infravaloración de ciertos activos, básicamente, de carácter suntuario. 
 
La definición de brecha fiscal de la IRS nos indica, como hemos visto, la cuantía de cuota 
tributaria no pagada voluntariamente a tiempo. Ahora bien, gracias a las actuaciones de 
control desarrolladas por la administración tributaria una vez finaliza el período 
voluntario de pago se consigue que una parte de esta deuda se acabe pagando. Por 
ejemplo, al abrir una inspección que permite detectar bases no declaradas o al notificar 
el posible embargo de un bien en la vía ejecutiva. O también, puede ser que se pague 
fuera de plazo por propia iniciativa del contribuyente, como cuando presenta una 
autoliquidación extemporánea sin requerimiento previo. Por este motivo, en el análisis 
de la brecha fiscal se puede diferenciar entre la bruta y la neta. La primera es la definida 
hasta ahora, mientras que la neta es la parte de la brecha fiscal bruta que no se llega a 
pagar a pesar de los esfuerzos de la administración. En consecuencia, el valor de la 
brecha neta será menor que el de la bruta y su diferencia es importante de cara a la 
evaluación de las actividades de la administración tributaria5. 
 
El valor de la brecha fiscal, por otro lado, se puede expresar como un porcentaje sobre 
la recaudación potencial, como hemos hecho implícitamente hasta el momento, pero 
también se puede expresar sobre la recaudación real. En este caso, obtenemos una tasa 
de variación, esto es, en cuánto aumentaría la recaudación real si la brecha fiscal se 
eliminara completamente.  
 
Asimismo, la definición de la IRS está expresada en términos agregados, esto es, lo que 
los contribuyentes tendrían que pagar versus lo que pagan. Ahora bien, en la medida en 
5 La brecha neta no incluye, en todo caso, el importe de las sanciones, recargos o intereses de demora 
(Toder, 2007, sección II.C). 
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que para la estimación de la brecha se disponga de microdatos, se puede estimar la 
brecha fiscal distribuida por tramos de renta o de riqueza de los contribuyentes. Esto 
resulta especialmente relevante cuando se estima la brecha de impuestos de carácter 
personal, puesto que no sólo se podrán inferir las consecuencias financieras de la 
brecha, sino también las redistributivas. En la estimación de la brecha de los impuestos 
sobre el patrimonio y sucesiones veremos, como cabía esperar, que no se distribuye de 
manera homogénea a lo largo de la distribución de riqueza. 
 
Para concluir con el análisis de las diferentes definiciones en torno a la brecha fiscal, 
resulta importante considerar si en su estimación se incluyen o no los denominados 
gastos fiscales. Cuando no se incluyen, lo más habitual en la práctica, se está calculando 
la brecha derivada del incumplimiento, de manera que se relativiza sobre una 
recaudación que excluye los beneficios fiscales. Ahora bien, también se puede estimar 
la denominada brecha política (policy gap), que incluye la recaudación que se deja de 
obtener como consecuencia de la existencia de beneficios fiscales en la normativa de 
los impuestos. Esto significa que se relativiza respecto a un concepto de recaudación 
potencial que incluye la que se obtendría en caso de cumplimiento perfecto si, además, 
en la normativa no hubiera ningún tratamiento especial. Por ejemplo, en el caso del IVA 
significa tomar la recaudación total que se obtendría en caso de cumplimiento perfecto 
si todo el consumo final de un territorio quedara gravado al tipo impositivo general del 
impuesto. La brecha política con frecuencia se critica por su ausencia de realismo al 
partir del supuesto del cumplimiento fiscal perfecto (Poniatowski et al., 2018). Ahora 
bien, aunque la brecha política sea diferente de la brecha fiscal, su cálculo también 
resulta relevante por dos razones: en primer lugar, por el elevado coste recaudatorio 
que tienen los gastos fiscales y que con frecuencia en el mercado político no se 
considera; y, en segundo lugar, porque cuanto mayor sea la brecha política, esto es, el 
peso de los tratamientos especiales, más compleja suele ser la normativa del impuesto 
y mayores las oportunidades para abusar de la misma generándose mayor brecha fiscal. 
 
 
2.2. Metodologías de cálculo 
 
A la hora de estimar la brecha fiscal existen básicamente dos tipos de metodologías, 
según los datos que se utilicen y el grado de detalle que se persiga en la estimación 
(véase, por ejemplo, Gemmell y Hasseldine, 2012): 
 
- Macro (o top-down): se trabaja con datos agregados y existen dos alternativas, a su 
vez: se puede estimar la brecha fiscal tomando datos de la economía sumergida y 
sobre éstos se aplica un nivel de presión fiscal efectiva (véase, por ejemplo, 
Mauleón, 2014); o bien, se obtienen las bases imponibles potenciales a través de 
indicadores macroeconómicos, como el consumo nacional o el producto interior 
bruto. En ambos casos, se puede llegar a expresar la brecha fiscal sobre la 
recaudación potencial. En el primer caso, la recaudación potencial se obtendría 
añadiendo a la recaudación real el importe estimado que se deja de recaudar debido 
a la presencia de economía sumergida, mientras que en el segundo lo que se calcula 
es directamente la recaudación potencial.  
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- Micro (o bottom-up): los datos utilizados son de carácter microeconómico. Se parte 
de los datos declarados por los contribuyentes y, a partir de los resultados de las 
actuaciones de la administración tributaria, se infiere cuál debería haber sido el 
importe declarado por cada contribuyente. Idealmente, para ello, es necesario 
disponer de los resultados de las actividades de inspección o de valoración 
estratificados por tramos de base.  
 
La aproximación micro (basada en datos internos en manos de la administración 
tributaria) es claramente superior a la macro (basada en datos externos). En el primer 
caso, obtenemos información por tramos de base y, por tanto, como ya dijimos, nos 
permite realizar un análisis redistributivo de la brecha fiscal. Además, podemos llegar a 
identificar los subfactores que hay detrás de la infradeclaración. Eso sí, la intensidad en 
el uso de microdatos es mucho mayor, así como los requisitos para garantizar la 
fiabilidad de las estimaciones. Idealmente, las actuaciones de la administración 
tributaria por tramos han de ser aleatorias, y su escala suficientemente grande. En otro 
caso, por un lado, si las inspecciones no son aleatorias (por ejemplo, se concentran en 
grupos de contribuyentes donde ya se conoce a priori la existencia extensiva de fraude) 
la estimación de la brecha estará sesgada al alza. Por otro lado, si siendo aleatorias por 
tramo, el número de inspecciones no es elevado, no podremos llegar a asegurar la 
significación estadística de las estimaciones. 
 
En la estimación empírica que hemos realizado veremos que, en ocasiones, es necesario 
combinar ambas aproximaciones, aunque, como ya hemos dicho, es recomendable 
partir de microdatos. Esto es así, sobre todo, para el caso de impuestos de carácter 
personal. En el caso de impuestos indirectos, tales como el IVA, el uso de datos 
macroeconómicos es razonable y habitual (véase, por ejemplo, Keen, 2013). Esta 
dicotomía entre datos micro y macro no existe en la parte de la brecha fiscal debida al 
impago en período voluntario. En ese caso, la administración tributaria debe tener 
información contable que identifique las cuotas devengadas y no liquidadas (ya sea 
mediante el pago, el diferimiento o el fraccionamiento de éstas).  
 
 
3. Uso y utilidad 
 
La estimación de la brecha fiscal resulta de utilidad a la administración tributaria porque 
facilita una información muy relevante sobre el tamaño relativo y la naturaleza del 
incumplimiento fiscal a lo largo del tiempo (Whicker, 2017). Ahora bien, su estimación 
periódica y su publicación pueden mejorar también el funcionamiento de las 
instituciones a través de un mejor proceso de rendición de cuentas. A continuación, 
vamos a desarrollar ambos factores. 
 
3.1. Uso por parte de la administración tributaria 
 
En la sección anterior hemos diferenciado la brecha fiscal bruta (BFB) de la neta (BFN). 
Según dónde quiera la administración tributaria poner el énfasis en sus actuaciones, 
podrá efectuar los siguientes cálculos: 
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Énfasis en el control tributario exante: BFB actual- BFB anterior 
 
Si la BFB del momento actual es inferior a la BFB anterior en el tiempo6, hemos de 
concluir que se ha producido un aumento del cumplimiento fiscal voluntario, ya sea 
debido a la disminución del fraude o a la del importe de las deudas tributarias 
incobrables en período voluntario. Dicha mejora en el cumplimiento fiscal voluntario 
puede deberse tanto a las labores de la administración tributaria en forzarlo como en 
los servicios de ayuda ofrecidos a los contribuyentes7, o a una mejora de la 
concienciación fiscal8 o a factores del entorno tales como el ciclo económico. Si el 
tiempo transcurrido entre el momento “anterior” y el “actual” es relativamente corto, 
menos probable es que tal disminución se deba a la concienciación fiscal, que suele 
requerir de un período de maduración relativamente largo. En cambio, cuando el valor 
obtenido es positivo, al haber aumentado la BFB en el tiempo, indica que el 
cumplimiento fiscal voluntario ha disminuido. 
 
Alternativamente, o de forma complementaria, la administración tributaria puede estar 
interesada en el resultado del control expost: 
 
Énfasis en el control tributario expost: BFB actual- BFN actual 
 
En este caso, estamos haciendo referencia a la brecha fiscal del mismo año, pero 
diferenciando entre bruta y neta. Por tanto, de nuevo, utilizamos el cálculo de la BFB 
para un determinado año, que denominamos “actual”, pero lo comparamos con la 
brecha de ese mismo año una vez la administración tributaria ha llevado a cabo todas 
las actuaciones posibles en las fases de aplicación y control de los tributos, ya sea en 
gestión, inspección o recaudación. Esto supone, como mínimo en España, los cuatro 
años después de haber finalizado el período voluntario de pago, además de las posibles 
interrupciones del plazo de prescripción y de las sucesivas fases administrativo-
judiciales9. Por consiguiente, mediante este uso se evalúa en qué medida la 
administración tributaria ha sido capaz expost de reducir la brecha fiscal. Así, 
esperaríamos que BFB actual - BFN actual adoptara un valor positivo, siendo los dos casos 
6 Ya dejamos claro en la Introducción de las dificultades de comparar entre países. Ello hace que evitemos 
la comparación BFBpaísA - BFBpaísB para un determinado ejercicio fiscal. 
 
7 Véase, por ejemplo, los argumentos de Iglesias (2015) a favor de una administración tributaria 
colaborativa (control tributario exante) en contraposición a una administración tributaria enfocada en el 
control tributario expost. 
 
8 Véase la interesante revisión de Luttmer y Singhal (2014) sobre la concienciación o moral fiscal como 
determinante del cumplimiento fiscal voluntario.  
 
9 Incluso para la estimación de la BFBactual, se produce un cierto retraso entre el momento de la obligación 
de presentar la correspondiente autoliquidación y las estimaciones de lo no recaudado. Ello se debe a 
que, por ejemplo, parte de la brecha fiscal se infiere a partir de los resultados de las inspecciones o 
comprobación de valores de los impuestos devengados en el momento “actual”, cuando el margen para 
la realización de estas acciones por parte de la administración tributaria alcanza, cuanto menos, hasta los 
cuatro años del período de prescripción. Esto es, tal y como sugerimos en la Sección 2, la brecha bruta 
requiere conocer y analizar estadísticamente los resultados de las actuaciones de la administración 
tributaria para inferir el nivel de cumplimiento fiscal voluntario sobre la recaudación potencial. 
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extremos: cuando BFN actual es 0, lo que querrá decir que el éxito expost ha sido total, 
pues ha desaparecido la brecha; y cuando la diferencia es 0 indica que el resultado 
expost ha sido nulo, pues no se ha conseguido reducir en absoluto la brecha.  
Al margen de dónde se enfatice el control tributario, cabe realizar dos precisiones sobre 
los resultados de la brecha fiscal. La primera: si BFB actual- BFB anterior toma un valor 
positivo (negativo), no quiere decir que el demérito (mérito) sea de la administración 
tributaria. Para ello, deberíamos conocer el contrafactual: ¿qué hubiese sucedido en 
ausencia de las medidas llevadas a cabo por la administración tributaria encaminadas a 
facilitar el cumplimiento fiscal voluntario? Como ya sugerimos, incluso en ausencia de 
esas acciones de la administración tributaria, la BFB puede variar ya sea por una mayor 
concienciación fiscal de los contribuyentes, por el momento del ciclo económico o, 
incluso, por cambios normativos que incidan en el cumplimiento fiscal voluntario. 
Cuanto más alejado esté en el tiempo el momento “actual” del “anterior”, más probable 
es que haya otros factores diferentes a las propias acciones de la administración 
tributaria competente. Esta circunstancia recomendaría no dilatar mucho en el tiempo 
las estimaciones de la brecha fiscal, lógicamente sujeta a la disponibilidad de los datos 
oportunos. En definitiva, la identificación del impacto de la administración tributaria 
sobre el control exante no es automático (véase también Toder, 2007, sección V.B). 
La segunda precisión es que la brecha fiscal óptima (ya sea la bruta o la neta) no es 
necesariamente nula (Keen y Slemrod, 2017). La existencia de costes relacionados con 
el control exante y expost hace necesario llegar a un balance adecuado entre éstos y los 
beneficios de la reducción de la brecha fiscal. Además, pueden existir restricciones 
institucionales a la hora de reducir la brecha, sobre todo expost. Por ejemplo, en el caso 
concreto español, cuando hacemos referencia a los tributos cedidos, la correspondiente 
agencia tributaria autonómica tiene limitado su ámbito territorial de actuación a la CA10. 
Siendo así, si parte de la brecha se debe a bases imponibles no declaradas y situadas 
fuera de su jurisdicción (típicamente, “paraísos fiscales”), simplemente, en su debe, no 
se debería incluir la brecha fiscal debida a ese motivo y, en consecuencia, que la brecha 
no disminuya no podría ser, cuanto menos, directamente atribuible a una actuación 
defectuosa. Esta interpretación enlazaría con la utilidad social de la brecha fiscal como 
indicador de la actuación de la administración tributaria, que explicamos a continuación. 
No obstante, para acabar con la utilidad de la brecha fiscal para la administración 
tributaria nos gustaría destacar un uso complementario de las estimaciones, referido al 
caso español, porque pueden servir para facilitar el cálculo de la “recaudación 
normativa”, a efectos de determinar los recursos disponibles para las CCAA derivados 
del sistema de financiación11.  
10 De hecho, de manera análoga, la AEAT encontrará dificultades, la superación de las cuales dependerá 
del grado de cooperación entre las administraciones nacionales.  
11 Véase López-Laborda y Zabalza (2015) para una reciente revisión de los procedimientos que, a lo largo 
del tiempo, se han utilizado para estimar la recaudación normativa de los tributos cedidos “tradicionales” 
(esto es, los que consideramos en nuestra aplicación de estimación del tax gap para Cataluña). Estos 
autores proponen, además, como alternativa al procedimiento utilizado institucionalmente, emplear 
regresiones basadas en datos de panel o en series temporales para cada CA para obtener el potencial de 
recaudación por CA y por impuesto. De manera similar y con el mismo objetivo, Esteller-Moré (2002) 
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3.2. Utilidad social 
 
La estimación periódica de la brecha fiscal también puede servir como indicador de la 
actuación de la administración tributaria de manera que refuerce su rendición de 
cuentas frente a los ciudadanos. En este sentido, Durán-Cabré y Esteller-Moré (2018), a 
partir de encuestas anuales a individuos sobre su percepción del fraude fiscal elaboradas 
por el Centro de Investigaciones Sociológicas, constatan que existe cierta evidencia de 
que los contribuyentes tienden a sobrevalorar (infravalorar) la existencia de fraude fiscal 
en épocas de crisis (expansión) económica. Independientemente de que esa percepción 
sea o no consistente con la realidad - sobre lo cual también obtienen cierta evidencia de 
que no lo es -, tal sobrevaloración mina los incentivos al cumplimiento fiscal voluntario 
(véase, por ejemplo, Hammar y otros, 2009). 
 
Este sesgo resulta especialmente grave para el sector público durante las épocas de 
crisis. En efecto, la sobrevaloración en la percepción de fraude – y, por tanto, los 
desincentivos al cumplimiento fiscal voluntario – se produce justo cuando las 
restricciones financieras para el sector público son mayores. La publicación de los 
resultados de la brecha fiscal, de manera que los contribuyentes conocieran que la 
realidad no es tan grave como su percepción indica, contribuiría a superar la erosión en 
la credibilidad de la hacienda pública (véase, por ejemplo, Kornhauser, 2005). En 
definitiva, debería incentivar el cumplimiento fiscal voluntario y, en el mejor de los 
casos, facilitaría la adopción y eficacia de, si es el caso, políticas de ajuste fiscal en épocas 
de crisis.  
 
En conclusión, la utilidad social de la estimación recurrente de la brecha fiscal y su 
comparación a lo largo del tiempo se deriva de la existencia implícita de un contrato 
social mediante el cual los contribuyentes sean capaces de valorar los esfuerzos de su 
administración tributaria fomentando el cumplimiento fiscal voluntario12. En este 
sentido, y sin menoscabo de utilizar también otros indicadores tradicionales sobre los 
resultados de las actuaciones de la administración tributaria, la brecha fiscal es un 
instrumento que aporta información sobre la actuación de la administración tributaria 




4. Experiencias internacionales 
 
La estimación de la brecha fiscal entre las administraciones tributarias se ha ido 
utiliza la metodología de fronteras estocásticas. No obstante, como bien argumenta Hutton (2017), este 
tipo de procedimientos estadísticos sirven, básicamente, para estimar la eficiencia relativa de las 
administraciones tributarias.  
 
12 Casaburi y Troiano (2016) estudian el impacto que tiene en los votantes la lucha contra el fraude fiscal 
y estiman, para el caso de Italia, que los votantes premian (en forma de voto) a los políticos que han sido 
más activos en esta lucha. 
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extendiendo a lo largo del tiempo13, aunque no se puede negar que las dificultades 
señaladas en su estimación provocan cierta resistencia por parte de algunas 
administraciones. De los 55 estados que analiza la OCDE (2017) en su informe anual 
sobre administraciones tributarias, 23 (un 40%) calculan la brecha fiscal para algún 
impuesto, aunque únicamente 14 publican los resultados de las estimaciones. La 
estimación de la brecha fiscal de todos los grandes impuestos es publicada únicamente 
en 8 países. Además, las definiciones de la brecha fiscal y sus metodologías de cálculo 
presentan importantes diferencias en la práctica, así como la periodicidad de las 
estimaciones y el alcance de los impuestos analizados. A pesar de todas las diferencias 
y dificultades, las administraciones tributarias destacan la utilidad que supone tener una 
información sobre el tamaño relativo y la naturaleza del incumplimiento fiscal a lo largo 
del tiempo. A continuación, destacamos las experiencias más relevantes. 
En este campo, el IRS americano fue pionero al estimar ya en 1973 la brecha fiscal del 
impuesto sobre la renta, razón por la cual hemos tomado como base su definición. 
Desde entonces, en general, el cálculo de la brecha se ha ido efectuando cada tres años 
(aunque los resultados se publican con un retraso de seis años) y se han ido ampliando 
el número de impuestos analizados. Una novedad de la última estimación oficial es que 
se calculó la brecha anual media para tres años fiscales (2008, 2009 y 2010), porque se 
considera que así las estimaciones de las infradeclaraciones son más fiables (Internal 
Revenue Service, 2016). Además, por primera vez, junto a la brecha bruta se calcula la 
brecha fiscal neta de cada impuesto, identificando en la mayoría de los casos cada uno 
de los tres componentes explicados en la Sección 2.1: no-declaración, infradeclaración 
e impago. El IRS detalla la metodología aplicada para estimar los diferentes 
componentes de cada impuesto, que varía en función de la información disponible. 
Asimismo, las estimaciones pasadas se actualizan y revisan al efectuar nuevas 
estimaciones, con la finalidad de mejorar su fiabilidad, si bien indicando el impacto de 
las mejoras, a fin de poder efectuar comparaciones homogéneas a lo largo del tiempo.  
También resulta relevante la experiencia de HM Revenue & Customs, en el Reino Unido, 
que estima cada año la brecha fiscal de todos los impuestos que administra, incluidas 
las cotizaciones sociales. En este caso, publican la brecha neta. La brecha fiscal se calcula 
para cada impuesto, también en función de tipologías de “clientes” definidos por la 
misma administración (por ejemplo, pymes, grandes empresas, etc.) y del 
comportamiento que origina la brecha (por ejemplo, por falta de diligencia, por 
interpretación legal, evasión, delito fiscal). Aunque la propia administración reconoce 
que estas clasificaciones implican una cierta discrecionalidad por su parte, considera que 
le aporta información de utilidad (HM Revenue & Customs, 2017). En cada nueva 
estimación de la brecha fiscal se revisan las anteriores, como consecuencia de la 
disponibilidad de nuevos datos y de mejoras metodológicas que se van introduciendo. 
En todo caso, estas revisiones se especifican para poder mantener su utilidad como 
indicador de tendencias en el largo plazo.  
13 Ninguna administración tributaria es perfecta. Couzin (2017) señala que incluso durante los tiempos del 
Imperio Romano había cierto incumplimiento en el impuesto que recayó sobre los judíos como castigo 
por su revuelta en Judea, en el año 66 AC. Aunque se trataba de un impuesto de capitación, que 
generalmente se considera que es de más fácil control, Couzin estima una brecha fiscal de en torno al 
40%, si bien con variaciones considerables a lo largo del tiempo y según los territorios del Imperio. 
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La cautela a la hora de interpretar los datos también está muy presente en Australia, 
donde la Australian Taxation Office habla de la brecha fiscal como un elemento que, 
junto a otros indicadores, permite conocer la actuación e integridad del sistema fiscal 
australiano (Australian Taxation Office, 2018). Con el objetivo de mejorar la 
transparencia en las estimaciones, desde 2013 existe un panel de expertos 
independientes con el fin de asesorar en su cálculo. 
 
Resulta también de interés destacar la experiencia danesa, cuya administración 
tributaria (SKAT) acordó a partir de 2008 una nueva estrategia sobre el cumplimiento 
impositivo, sustituyendo los objetivos tradicionales de número de actuaciones 
realizadas y de recaudación adicional generada por objetivos indicativos de la eficacia 
de las actividades desarrolladas (SKAT, 2008). Para ello, se fijó como objetivo que la 
brecha fiscal en los impuestos sobre la renta personal del gobierno central no podía 
superar el 3,1% del PIB y se acordó, además, que su cálculo se extendiera a todos los 
impuestos. Con la finalidad de conocer los componentes de la brecha fiscal, igualmente 
se acordó realizar una amplia encuesta sobre el cumplimiento de los contribuyentes.  
 
Más recientemente, en 2016, la administración tributaria de Canadá (CRA) anunció, en 
el marco de una fuerte inversión pública para luchar contra el fraude fiscal, la futura 
estimación por primera vez de la brecha fiscal (Canada Revenue Agency, 2016). De 
manera explícita se afirma que la estimación sólo tiene sentido si la información 
adicional obtenida sirve, por un lado, para que los contribuyentes entiendan mejor las 
tareas de la administración tributaria y cuál es su eficacia, y, por otro, para que la propia 
administración mejore el grado de cumplimiento fiscal. De momento la CRA ha 
publicado sendos estudios sobre la brecha fiscal en el IVA y en el IRPF. 
 
Frente a estas experiencias que se pueden considerar favorables a la estimación de la 
brecha fiscal, encontramos el caso de Suecia, país que venía estimando su brecha 
impositiva (así lo hizo para 2000-01 y 2006-07) y que se había marcado como objetivo 
reducirla a la mitad en 2012. Sin embargo, en la última actualización prevista con datos 
de 2012, la administración tributaria (Skatteverket, 2014) reconoció la imposibilidad de 
llevarla a cabo. La principal razón ofrecida es que para ello requieren de información 
adicional obtenida a través de las inspecciones tradicionalmente llevadas a cabo, pero 
en los últimos años, como consecuencia de una mejor selección en las actuaciones 
realizadas, el número de inspecciones ha disminuido, lo que impide efectuar un cálculo 
actualizado fiable de la brecha fiscal. Otras administraciones tributarias que también 
han valorado su posible cálculo consideran que “los costes derivados de estimar la 
brecha fiscal superan los beneficios, ante los datos disponibles, la inversión de recursos 
requerida y los niveles de incertidumbre derivados” (Whicker, 2017, p. 185).  
 
En el marco de la Unión Europea, la Comisión ha promovido también el estudio de la 
brecha fiscal en el caso concreto del IVA, como es sabido impuesto armonizado en el 
ámbito europeo. Así, en 2009 se publicó la estimación de la brecha del IVA (VAT Gap) de 
cada estado miembro para el período 2000-2006 (Reckon, 2009), estudio que con una 
metodología mejorada se viene publicando anualmente desde 2013 hasta la actualidad. 
El denominado VAT gap se define como la diferencia entre la recaudación real del IVA y 
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la total que en teoría se debería recaudar. Esta cuantía se obtiene tomando datos de 
consumo e inversión procedentes de la contabilidad nacional sobre los cuales se les 
aplica el tipo impositivo que corresponda de acuerdo con la normativa del IVA de cada 
país. Según los últimos datos oficiales publicados referidos a 2016 (Poniatowski et al., 
2018), la brecha del IVA asciende en la UE a algo más de 147 mil millones de euros, lo 
que representa un 12,3% de la recaudación potencial teórica, casi un 1% del PIB 
comunitario. En el estudio también se estima la brecha política del IVA, esto es, la 
recaudación que se deja de obtener como consecuencia de exenciones y tipos 
impositivos reducidos que prevé la normativa de cada país, bajo la hipótesis de 
cumplimiento perfecto14.  
 
Los estudios de la UE y el esfuerzo de algunas administraciones han ayudado al interés 
creciente sobre la brecha fiscal. El Foro en administración tributaria de la OCDE también 
ha destacado su papel para entender mejor el funcionamiento del sistema fiscal de un 
país y la eficacia de su administración tributaria (OECD, 2017). En este contexto, la 
Agència Tributària de Catalunya (ATC) acordó calcular por primera vez la brecha fiscal 
en el marco de un plan de prevención y reducción del fraude fiscal para el período 2015-
2018. En la sección siguiente, se presenta la metodología y los principales resultados. 
 
 
5. Aplicación al caso de los tributos cedidos: Cataluña (2014)15 
 
Los impuestos del patrimonio (IP), sucesiones y donaciones (ISD) y transmisiones 
patrimoniales y actos jurídicos documentados (ITPAJD) representan aproximadamente 
el 90% de los tributos gestionados por la ATC en 2014, año para el cual efectuamos 
nuestras estimaciones. A continuación, esbozamos la metodología propuesta para la 
estimación de la brecha de cada impuesto y, en concreto, de sus dos primeros 
componentes (no-declaración e infradeclaración) y analizamos también los principales 
resultados obtenidos. Respecto al impago en período voluntario, la información ha sido 
facilitada directamente por la ATC.  
 
 
5.1. Impuesto sobre el patrimonio 
 
5.1.1. Metodología 
14 Como algunos tratamientos especiales vienen provocados por cuestiones técnicas inevitables, como, 
por ejemplo, las rentas imputadas que reciben los propietarios de viviendas, los servicios financieros o los 
bienes y servicios suministrados por el sector público, también se identifica la parte de la brecha política 
que, de hecho, puede ser modificada por cada país. Para el conjunto de la UE, el total de la brecha política 
del IVA se estima en 2016 en casi un 45%, cifra que baja al 16,5% cuando se limita a los tratamientos 
modificables.  
 
15 La aplicación al caso de Cataluña se realizó en el marco de un proyecto, llevado cabo juntamente con la 
empresa Everis, para el cual fue fundamental el apoyo logístico y la complicidad de la ATC. En concreto 
queremos agradecer su colaboración a Eduard Vilà (Director de la ATC) y al equipo de seguimiento del 
estudio integrado por Quim Martí (Adjunto al Director de la ATC), Claudi Cervelló (Jefe del Área de 
Inspección de Servicios) y Ricard Beltran (Jefe del Área de Estudios y Análisis). Igualmente, queremos 
agradecer a Oriol Poquet (Gestor del Área TI de la ATC) su colaboración en la fase decisiva de provisión 





El objetivo perseguido consiste en corregir la base imponible de los contribuyentes del 
IP por los activos no declarados (o declarados parcialmente). De común acuerdo con el 
personal inspector de la ATC, se consideró que las principales fuentes de 
infradeclaración son: i) la no-declaración de bienes improductivos como joyas, 
antigüedades, etc.; ii) el uso incorrecto de la exención de las participaciones en 
entidades y empresas familiares; iii) la existencia de patrimonio no declarado localizado 
en el extranjero; y iv) la incorrecta o no-declaración de préstamos.  
 
Para su estimación, en general, se ha procedido como sigue: primero, para cada fuente 
de infradeclaración, se calcula la imputación correspondiente y se añade a la base 
imponible inicialmente declarada. Es importante señalar que estas imputaciones no se 
hacen a nivel agregado, sino para cada contribuyente de manera individual. Una vez se 
tiene la base imponible corregida, se aplica el esquema de liquidación del IP y se calcula 
la diferencia entre la cuota impositiva calculada y la cuota inicialmente declarada. 
Finalmente, se añaden como cálculo de la brecha fiscal por infradeclaración las cuotas 
de actas de inspección que no han sido consideradas previamente a la hora de realizar 
las imputaciones.  
 
La principal fuente de información utilizada para el cálculo de este componente de la 
brecha fiscal son las declaraciones anonimizadas del IP del año 2014 de los 
contribuyentes en Cataluña. Complementariamente, para el cálculo de cada imputación 
se han utilizado distintas fuentes y métodos en función de la información disponible.  
 
Las asociadas a bienes improductivos se han hecho de acuerdo con la información 
facilitada en la Encuesta Financiera de las Familias (EFF) del 2014, elaborada por el Banco 
de España. El Banco de España (2017) detalla la distribución del valor de los activos 
reales de los hogares para distintos percentiles de riqueza. Tomando esta información 
para el percentil más alto (90-100)16, calculamos la proporción que representan las 
joyas, obras de arte, antigüedades, etc., sobre el total de activos. Con este porcentaje 
podemos calcular el importe que se debería haber declarado a efectos del IP. Asimismo, 
de la EFF del Banco de España obtenemos el valor mediano (en euros) correspondiente 
a la tenencia de automóviles y otros vehículos (a diferencia de los bienes suntuarios, 
ésta es la única información que se proporciona para estos activos). La imputación 
practicada por esta fuente de infradeclaración se corresponde con la diferencia entre el 
valor que se desprende de la EFF y el valor efectivamente declarado por cada 
contribuyente, siempre que este último sea inferior.  
 
En cuanto al uso incorrecto de la exención de las participaciones en entidades (en 
general conocida como exención de la empresa familiar), se han tomado distintos 
criterios de imputación a partir de la información disponible en las actas de inspección 
del IP facilitadas por la ATC: a) un porcentaje constante de la exención declarada; b) 
16 La EFF proporciona únicamente datos de ámbito nacional. Dada la información disponible, el percentil 
90-100 es el más equiparable a los contribuyentes del IP en Cataluña.  
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imputación por tramos en función de la magnitud de la exención declarada; y c) 
imputación media derivada de los criterios a) y b). Los resultados presentados en este 
artículo se derivan del criterio c.  
 
Respecto a la imputación del patrimonio no declarado localizado en el extranjero, se han 
contemplado también distintas alternativas. Siguiendo la metodología propuesta por 
Roine y Waldenström (2009), a partir de los saldos de Errores y Omisiones17 de la 
Balanza de pagos de España hemos calculado un patrimonio total de residentes 
españoles localizado en el extranjero y no declarado de 75.062 millones de euros para 
2014. Alternativamente, Zucman (2013 y 2014) calcula para España un patrimonio total 
no declarado de 144.000 millones de euros. Una vez calculado el importe para toda 
España se tiene que prorratear la parte correspondiente a residentes en Cataluña. Para 
ello, se ha utilizado la proporción que representaba el patrimonio declarado en Cataluña 
respecto al declarado en toda España en 2007, último año para el cual los datos del IP 
pueden ser representativos para todas las CCAA18.  
 
A la hora de efectuar la imputación a nivel micro, se ha asumido que son los 
contribuyentes más ricos, identificados a partir de la riqueza declarada, los que poseen 
la mayor parte del patrimonio localizado en el extranjero19. La imputación de esta 
riqueza no declarada se ha hecho de manera proporcional al patrimonio total declarado 
inicialmente por cada contribuyente, hasta que el importe imputado acumulado 
coincide con el importe global calculado previamente. Al final de este proceso, 
obtenemos tres imputaciones distintas por este concepto: a) la derivada de cálculos 
propios a partir de los saldos de Errores y Omisiones de la Balanza de pagos; b) la 
derivada de los cálculos de Zucman (2013 y 2014); y c) una imputación media de a) y b). 
Los resultados presentados en este artículo se corresponden con la imputación media. 
 
Por último, deberían practicarse las imputaciones correspondientes a la incorrecta o no-
declaración de préstamos. No obstante, no dispusimos de información con un nivel de 
desagregación que nos permitiera hacer la imputación pertinente. En consecuencia, 
únicamente incluimos en el cálculo de la brecha fiscal la suma de las cuotas derivadas 




17 La metodología propuesta per Roine y Waldenström (2009) se basa en utilizar los saldos de Errores y 
Omisiones de la Balanza de Pagos. Los autores argumentan que esta partida recoge los movimientos de 
capitales no contabilizados en estadísticas oficiales. El cálculo del patrimonio localizado en el extranjero 
no declarado consiste en acumular los saldos de esta partida de la Balanza de Pagos aplicando una 
determinada rentabilidad sobre el stock acumulado hasta el momento. 
 
18 En los años posteriores el patrimonio de la Comunidad de Madrid está infrarrepresentado, al existir la 
obligación de presentar declaración únicamente por parte de aquellas personas cuyo valor de bienes o 
derechos sea superior a 2.000.000 de euros. 
 
19 Esta asunción es coherente con el tipo de contribuyentes que se acogieron a la amnistía fiscal de 2012. 
Asimismo, por ejemplo, en Alstadsæter et al. (2017) también se muestra que son los más ricos los que 
más evaden parte de su riqueza. 
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El objetivo en este caso es detectar a aquellos contribuyentes del IP, que a pesar de estar 
legalmente obligados a declarar el impuesto, no lo hacen. Para ello, se ha utilizado la 
información anonimizada contenida en el modelo 660 de declaración de la modalidad 
de Sucesiones del ISD.  
 
En concreto, el primer paso consiste en ajustar la masa hereditaria de los causantes de 
2014 utilizando las normas de valoración del IP para que ésta sea equiparable a la base 
imponible de este último impuesto. Esto afecta principalmente a los bienes inmuebles, 
al ajuar doméstico, a gastos y deudas deducibles en el ISD que no lo son en el IP y a 
bienes exentos en el IP que no lo están en el ISD (vivienda habitual, participaciones en 
entidades y bienes afectos a actividades económicas)20.  
 
Una vez construida la potencial base imponible del IP a partir de la masa hereditaria, 
deben identificarse los causantes cuya base está por encima del mínimo exento del IP, 
500.000 € en Cataluña y, seguidamente, elevar esta muestra a nivel poblacional 
aplicando tasas de mortalidad por tramos de edad. Esta metodología consistente en 
inferir la distribución de la riqueza de una población a partir de las herencias existentes 
en un momento determinado fue introducida por Atkinson (1975)21. La muestra 
utilizada es representativa de la población –una vez tenidas en cuenta las tasas de 
mortalidad- si asumimos, también de acuerdo con la presunción del personal de la ATC, 
que no hay no-declarantes del ISD en la parte alta de la distribución de la masa 
hereditaria de los causantes.  
 
El siguiente paso consiste en distribuir la población creada a partir de los causantes de 
2014 en distintos tramos de base liquidable estimada22. Una vez creados los tramos de 
base liquidable, deben distribuirse de la misma manera los declarantes del IP de 2014 
en Cataluña. Comparando ambas distribuciones podemos identificar el número de no-
declarantes del IP por tramos de base liquidable23. A modo de ejemplo, si el histograma 
de la población “estimada” refleja que en el primer tramo de base liquidable hay 12.000 
declarantes y, en cambio, en el histograma asociado a los contribuyentes del IP consta 
que sólo hay 9.000, esta diferencia indica que hay 3.000 no-declarantes del IP. 
 
Llegados a este punto, los últimos pasos para el cálculo de la brecha fiscal asociada a no-
declaración son, por un lado, ajustar la base liquidable media de cada tramo por los 
bienes infradeclarados tanto en IP como en ISD correspondientes a joyas, antigüedades, 
etc. Para ello se utiliza el porcentaje obtenido de la EFF 2014 detallado anteriormente. 
Por otro lado, calcular el tipo medio asociado a cada tramo de base liquidable a partir 
20 Teniendo en cuenta la información declarada en el modelo 660, se han tenido que hacer ciertas 
asunciones en relación con la exención de la vivienda habitual y de las participaciones en entidades.  
 
21 También hay evidencia de su utilización en los EE. UU. por parte del IRS (Johnson, 1998). 
 
22 La base liquidable es la base imponible menos el mínimo exento. Los tramos de base liquidable se han 
definido cada 100.000 €. 
 
23 En nuestras estimaciones, sólo nos fijamos en los tres primeros tramos, pues es en los que había más 
diferencias entre ambas distribuciones.  
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de las declaraciones del IP de 2014. Finalmente, para cada tramo aplicar el tipo medio 
sobre la base liquidable media ajustada y multiplicar la cuota obtenida por el número 
de no-declarantes. La suma de estos productos se corresponde con la brecha fiscal del 





La Tabla 1 proporciona los principales resultados del cálculo de la brecha fiscal del IP y 
de sus componentes. La brecha asociada a este impuesto, expresada sobre la 
recaudación potencial, es del 44,34%. El componente que explica con gran diferencia la 
mayor parte de la brecha fiscal (97,28%) es la infradeclaración. En la Figura 1 se detallan 
a su vez todas sus fuentes. La más relevante es, sin duda, la existencia de patrimonio no 
declarado localizado en el extranjero (explica un 56,40% del total de la brecha fiscal del 
IP), seguida de la incorrecta aplicación de la exención por participaciones en entidades 
o empresas familiares (explica un 36,08% del total). 
 
POR AQUÍ TABLA 1 
 
La Figura 2 muestra el cálculo de la brecha fiscal por deciles de riqueza. Como era de 
esperar, la mayor parte de la brecha fiscal se concentra en los contribuyentes más ricos, 
pues las imputaciones del patrimonio no declarado localizado en el extranjero se han 
practicado únicamente a aquéllos ubicados en la parte más alta de la distribución. La 
brecha fiscal del primer decil es del 100% porque incluye sólo los no-declarantes.  
 
En la Figura 3 se muestra la brecha por tramos de base liquidable y se observa que su 
valor disminuye a medida que aumenta la base liquidable, de manera que la brecha 
fiscal está más equitativamente repartida, a diferencia de lo que sucede en la Figura 2, 
donde los tramos están definidos en función de la riqueza total. Esta aparente 
contradicción se puede explicar porque la base liquidable no incluye el patrimonio 
exento, de manera que los contribuyentes con base liquidable más elevada no son 
necesariamente los que tienen mayor riqueza. El patrimonio exento, en particular el 
relacionado con empresas y entidades familiares, puede llegar a ser muy elevado25, de 
manera que contribuyentes muy ricos se encuentran en los primeros tramos de la base 
liquidable al estar exento la mayor parte de su patrimonio. En consecuencia, que la 
brecha fiscal disminuya con la base liquidable se debe a dos razones: primera, parte de 
los contribuyentes que se encuentran en los primeros tramos de base liquidable están 
en la parte más alta de la distribución de la riqueza y su brecha fiscal es elevada debido 
a la incorrecta aplicación de la exención por empresas y entidades familiares y a la no 
declaración de patrimonio localizado en el extranjero; y segunda, que todos los no-
24 Los intervalos de confianza para este impuesto y para el resto ya fueron mostrados en la Introducción, 
de manera que, para facilitar la lectura de esta Sección, no se vuelven a mostrar aquí. 
 
25 Mas-Montserrat (2017) muestra que para el 1% más rico de los contribuyentes del IP en Cataluña del 
2015, la exención por empresa familiar llega a representar casi el 60% de su patrimonio. Lógicamente, 
esto afecta a la posible redistribución que se pretenda alcanzar con el impuesto. 
19
declarantes del IP se encuentran distribuidos en los tres primeros tramos de la base 
liquidable y para ellos la brecha fiscal es del 100%.  
 
POR AQUÍ FIGURA 1, 2 Y 3 
 
 




En relación con el ISD, se han estimado los componentes de la brecha fiscal derivados 
de la infradeclaración y del impago en período voluntario, pero no el de no-declaración. 
Esto se debe a que asumimos, de acuerdo con los representantes de la ATC, que el 
impacto en cuota de los no-declarantes tiene un peso muy poco significativo para la 
modalidad de Sucesiones, porque con la normativa vigente en Cataluña en 2014, las 
reducciones por parentesco son elevadas y además existe una bonificación que empieza 
en el 99% y luego disminuye con la base, por lo que sólo las herencias elevadas tributan. 
Por el contrario, en la modalidad de Donaciones sí puede ser común que se donen 
determinados activos sin declarar la transmisión (por ejemplo, dinero en metálico o 
bienes de carácter suntuario). Dada la dificultad de identificar este tipo de donaciones, 
asumimos que en algún momento estos objetos se transmiten vía herencia y, por tanto, 





La metodología seguida para el cálculo de la infradeclaración es muy similar a la 
implementada para el IP. El objetivo es corregir la base liquidable de los contribuyentes 
del ISD por los activos no declarados (o declarados parcialmente) que son fuente de la 
brecha fiscal. Tras consensuarlo con la ATC, se ha considerado que las principales 
fuentes de infradeclaración para la modalidad de Sucesiones son: i) la no-declaración de 
bienes improductivos como joyas, antigüedades, etc.; ii) la valoración incorrecta de 
activos; iii) la existencia de patrimonio no declarado localizado en el extranjero; y iv) el 
uso incorrecto de la reducción del 95% de las participaciones en entidades o empresas 
familiares. Asimismo, las principales fuentes de infradeclaración para la modalidad de 
Donaciones son: i) la valoración incorrecta de activos; y ii) el uso incorrecto de la 
reducción del 95% de las participaciones en entidades o empresas familiares.  
 
El procedimiento general seguido para calcular este componente de la brecha fiscal en 
la modalidad de Sucesiones es el siguiente: primero, para cada fuente de 
infradeclaración se calcula la imputación correspondiente y se añade a la base imponible 
inicialmente declarada. Estas imputaciones no se hacen a nivel agregado sino a nivel 
individual para cada causante. Las imputaciones se añaden a la masa hereditaria y se 
reparten entre los distintos herederos en función de su participación inicial en el caudal 
relicto. Seguidamente, se ajustan las reducciones aplicadas que pueden originar la 
brecha fiscal (esto es, la reducción del 95% por participaciones en entidades y empresas 
familiares). Una vez se tiene la base liquidable corregida, se aplica el esquema de 
20
liquidación del ISD y se calcula la diferencia entre la cuota calculada y la cuota 
inicialmente declarada. Finalmente, también se añaden como cálculo de la brecha fiscal 
por infradeclaración las cuotas de actas de inspección que no han sido consideradas 
previamente a la hora de realizar las imputaciones. 
 
La principal fuente de información utilizada para el cálculo de este componente de la 
brecha fiscal son las declaraciones anonimizadas del ISD, modelos 650 y 651, del año 
2014 de los contribuyentes en Cataluña. Además, para el cálculo de cada imputación, se 
han utilizado distintas fuentes y métodos en función de la información disponible. 
 
Las imputaciones asociadas a bienes improductivos se han realizado siguiendo los 
mismos criterios y fuentes de información que para el cálculo de la brecha fiscal del IP 
(ver Sección 5.1.1. para más detalle). La única diferencia es que para calcular la 
proporción que representan las joyas, obras de arte, antigüedades, etc., sobre el total 
de activos, se han considerado todos los percentiles de riqueza, en lugar del más alto 
como en el caso del IP.  
 
Para calcular la imputación del patrimonio no declarado localizado en el extranjero se 
parte de las imputaciones practicadas a los declarantes del IP por este mismo concepto 
(ver Sección 5.1.1. para más detalle). Calculamos el importe total a incluir en la masa 
hereditaria de los causantes de 2014 multiplicando las imputaciones practicadas a cada 
contribuyente del IP por su tasa de mortalidad. Una vez se ha calculado el importe total 
a imputar, éste se reparte entre los causantes más ricos de manera proporcional a su 
caudal relicto inicial. Seguidamente, dicha imputación se reparte entre los distintos 
herederos en función de su participación inicial en la masa hereditaria. Este 
procedimiento se sigue de manera paralela para los dos cálculos del patrimonio no 
declarado localizado en el extranjero utilizados en el IP, y tomamos finalmente, como 
en patrimonio, los valores medios de los dos26.  
 
El ajuste a la base imponible restante se corresponde con la incorrecta valoración de 
activos. Puesto que no dispusimos de información detallada que nos permitiera hacer la 
imputación pertinente, únicamente incluimos en el cálculo de la brecha fiscal la suma 
de las cuotas derivadas de las actas de inspección. 
 
En relación con el ajuste a la base liquidable, relativo a la incorrecta utilización de la 
reducción del 95% de las participaciones en entidades o empresas familiares, se han 
seguido los mismos criterios de imputación que los aplicados para el cálculo de la brecha 
fiscal del IP (ver Sección 5.1.1. para más detalle). 
 
La metodología descrita, aplicada en la modalidad de Sucesiones, estaba pensada para 
aplicarse también en la de Donaciones. No obstante, las limitaciones de los datos 
relativos a Donaciones nos han llevado, en este caso, a calcular la brecha fiscal por 
infradeclaración mediante un procedimiento alternativo, ajustando directamente las 
cuotas, en lugar de la base, a partir de la información disponible en las actas de 
26 Cálculos propios a partir de la metodología propuesta en Roine y Waldenström (2009) y el cálculo de 







La Tabla 2 proporciona los principales resultados del cálculo de la brecha fiscal del ISD. 
La brecha asociada a este impuesto, expresada sobre la recaudación potencial, es del 
41,26%. Tal y como sucedía en el IP, el componente que explica la mayor parte es la 
infradeclaración (85,64%). En la Figura 4 se detallan todas las fuentes de la brecha fiscal. 
La más relevante es, de la misma manera que para el IP, la existencia de patrimonio no 
declarado localizado en el extranjero (en concreto, explica un 37,35% del total), seguida 
de la incorrecta aplicación de la reducción del 95% por participaciones en entidades o 
empresas familiares (representa un 29,11% del total, si tenemos en cuenta tanto 
Sucesiones como Donaciones). 
 
POR AQUÍ TABLA 2 
 
La Figuras 5 muestra el cálculo de la brecha fiscal por tramos de base liquidable. El último 
tramo de base liquidable concentra gran parte de la brecha fiscal. Esto es así, en el caso 
de Sucesiones, por la existencia de reducciones de la base imponible por parentesco y 
la bonificación de la cuota tributaria para grupos de parentesco I y II; y, en el caso de 
Donaciones, por la existencia de una tarifa de tipos reducidos para grupos de parentesco 
I y II28. En consecuencia, el impacto en la recaudación de los ajustes practicados en la 
base liquidable de los contribuyentes situados en los primeros tramos es limitado.  
 
En la Figura 6 se muestra la brecha fiscal por grupos de parentesco y se observa que, 
sobre todo en el caso de Sucesiones, la brecha fiscal es más elevada para el grupo II (que 
incluye descendientes de veintiún años o más, cónyuge, pareja estable y ascendientes). 
El grupo II también concentra la mayor parte de brecha fiscal, resultado esperado 
teniendo en cuenta que este grupo de parentesco representa casi el 90% de las 
liquidaciones presentadas y de las bases imponibles declaradas en 201429.   
 
POR AQUÍ FIGURA 4, 5 Y 6 
 
 
5.3. Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados 
27 En concreto, se ha partido de la proporción media que representan las cuotas de las actas de inspección 
respecto las cuotas iniciales. Esta proporción se ha aplicado sobre la cuota inicial de contribuyentes no 
inspeccionados que cumplen determinados requisitos referidos a la magnitud de la base imponible y a la 
aplicación de la reducción por participaciones en entidades o empresas familiares. La aplicación de esta 
reducción centra buena parte de las actas de inspección. Por ello, en los resultados (Figura 4) se distingue 
entre esta fuente de brecha fiscal y el resto de actas de inspección que no se han utilizado para hacer 
imputaciones.   
 
28 Artículos 2 y 58 bis, y artículo 57, respectivamente, de la Ley 19/2010, de 7 de junio, de regulación del 






En relación con el ITPAJD, el cálculo de la brecha fiscal se ha efectuado para los hechos 
imponibles de Transmisiones Patrimoniales Onerosas (TPO) y Actos jurídicos 
Documentados (AJD) que representan, según los datos de 2014, el 99,2% de la 
recaudación total de este impuesto. En particular, el análisis de la brecha fiscal se ha 
centrado en el sector inmobiliario, que constituye el principal objeto de gravamen tanto 
en ITP como en AJD, y se han estimado los componentes de la brecha derivados de la 
infradeclaración y del impago en período voluntario. La imposibilidad de efectuar 
ninguna inscripción en el Registro de la Propiedad sin acreditar previamente el pago de 
los impuestos establecidos permite considerar que la brecha atribuible a la no-
declaración será insignificante, razón por la cual no se ha estimado.  
Infradeclaración: 
El objetivo es corregir la base imponible de los contribuyentes de TPO y AJD con respecto 
a las transmisiones inmobiliarias. El análisis se ha centrado en la posible divergencia 
entre el valor declarado por los contribuyentes y el valor real o de mercado, que según 
la normativa es el que debe declararse. Como en IP e ISD, la corrección de la base 
imponible se practica, en su caso, contribuyente a contribuyente, al disponer de la 
autoliquidación derivada de cada operación inmobiliaria. Posteriormente, se agregan 
los resultados para estimar la brecha total.  
El primer paso consiste en rectificar el valor declarado originariamente por cada 
contribuyente (VD). La ATC dispone de una instrucción de comprobación de valores que 
actúa como filtro y permite discriminar las autoliquidaciones consideradas como 
prioritarias a efectos de su comprobación, por declarar un valor inferior al de referencia, 
del resto. En coherencia con este modus operandi de la agencia, asumimos que en las 
prioritarias puede haber infradeclaración, mientras que no la hay en las no prioritarias.  
A partir de las declaraciones prioritarias comprobadas por la ATC, se obtiene un valor 
comprobado (VC). A fin de poder rectificar la base imponible de las autoliquidaciones 
prioritarias no comprobadas, inferimos un VC a partir de estimar la relación entre VC y 
VD de las comprobadas. Ello se lleva a cabo mediante un sencillo procedimiento de 
regresión lineal por tramo y por provincia, donde la variable endógena es VC y la variable 
dependiente es VD, además de un término constante. Sustituimos, pues, el VC de las 
declaraciones prioritarias, ya sea por el efectivamente comprobado, ya por el que 
hemos estimado gracias a la relación lineal VD-VC de las comprobadas, y le aplicamos el 
tipo impositivo y las bonificaciones correspondientes para obtener la recaudación 
potencial. 
Por otro lado, algunas de las autoliquidaciones presentadas se declaran exentas. En este 
caso, hemos valorado la correcta aplicación de las exenciones de acuerdo con la 
normativa de TPO. La ATC revisa únicamente todas las que presentan un mayor riesgo 
de fraude, lo que nos impide poder hacer la correspondiente inferencia. Por este motivo, 
hemos adoptado dos supuestos alternativos para valorar la correcta calificación de las 
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exenciones: i) ninguna declaración presentada como exenta tiene derecho a la exención; 
ii) sólo no tienen derecho a la exención las declaraciones comprobadas por la ATC donde 
se haya encontrado una incorrecta imputación de la exención. El resultado final que se 





La Tabla 3 ofrece los principales resultados de la estimación de la brecha fiscal para el 
ITPAJD. La brecha total asociada a este impuesto, expresada como porcentaje de la 
recaudación potencial, es del 10,43%. También en este caso, como sucedía para los otros 
dos impuestos, la mayor parte (95,92%) se debe a la infradeclaración y sólo una parte 
menor (4,08%) está asociada al impago en el período voluntario. En la Figura 7 se detalla 
el cálculo de la brecha fiscal por tramos del valor declarado. Como muestra la 
distribución, representada por las barras verticales, la mayor parte de la brecha fiscal se 
concentra en los tramos más altos de valor declarado, en particular el último tramo que 
representa alrededor del 22% del total. 
 





El análisis del concepto y características de la brecha fiscal nos permite destacar su 
utilidad tanto como instrumento de gestión a disposición de la administración tributaria, 
como indicador para mejorar la rendición de cuentas de ésta ante sus ciudadanos. Esta 
utilidad, no obstante, lleva aparejadas ciertas cautelas que también queremos señalar. 
Por un lado, se trata de una estimación, cuyo valor depende de la metodología aplicada 
y de los supuestos adoptados, con frecuencia condicionados por la disponibilidad de 
datos. Por otro lado, su evolución a lo largo del tiempo, sea al alza o a la baja, no sólo 
depende de los esfuerzos realizados por la administración tributaria, al haber otros 
factores ajenos que pueden incidir en el cumplimiento fiscal. 
 
La novedad principal de este artículo es presentar una propuesta de metodología de 
estimación de la brecha fiscal bruta de los impuestos tradicionales cedidos a las CCAA 
españolas, cuyo objeto imponible gira en torno a la riqueza, y aplicarla en el caso 
concreto de Cataluña. En particular, estimamos que la brecha fiscal en los impuestos de 
patrimonio, sucesiones y donaciones, y transmisiones patrimoniales y actos jurídicos se 
sitúa, para el año 2014, en un 26,48% de la recaudación potencial, valor que se sitúa en 
un rango de entre el 23,29% y el 29,49%. No obstante, el valor de la brecha varía 
sensiblemente según el impuesto considerado. Así, en los dos impuestos personales 
sobre la riqueza, IP e ISD, la brecha fiscal alcanza el 44,34% y el 41,26%, 
respectivamente, mientras que en ITPAJD, impuesto fundamentalmente relacionado 
con operaciones de bienes inmuebles, el valor estimado se sitúa en el 10,43%. Estos 
datos proceden de estimaciones efectuadas a partir de la información disponible. 
Lógicamente, y como realizan las administraciones tributarias que calculan la brecha 
fiscal de manera periódica, los valores pueden ser revisados en el futuro si se dispone 
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de más información, o incluso si se mejoran las metodologías de estimación. En este 
sentido creemos relevante destacar que el interés de estimar la brecha fiscal se consigue 
en gran medida si se lleva a cabo su estimación de manera periódica, para así conocer 
cómo evoluciona a lo largo del tiempo.  
En relación con los resultados obtenidos, también es oportuno destacar que una parte 
muy importante de la brecha fiscal en ISD y en IP se debe a la existencia de activos 
financieros localizados en el extranjero y no declarados. Si descontamos este 
componente, la brecha se reduce desde el 26,48% hasta el 18,34%. Este resultado sirve 
para corroborar la importancia que en el mundo actual tiene la necesaria colaboración 
entre administraciones tributarias de diferentes países. Igualmente, nos obliga a matizar 
las posibles conclusiones a extraer sobre la actuación de la administración tributaria 
catalana, puesto que una parte importante de la brecha viene originada por factores 
totalmente ajenos a la misma. 
Finalmente, la estimación de la brecha fiscal en dos impuestos personales, como 
patrimonio y sucesiones, donde el objetivo redistributivo está muy presente en su 
justificación, sirve para constatar que la brecha fiscal no sólo erosiona las arcas públicas, 
sino también la capacidad redistributiva de los dos impuestos de acuerdo con su 
regulación actual. Sobre la recaudación real obtenida por los tres impuestos analizados, 
ITPAJD representa el 62%, IP el 22% e ISD el 16%. Por tanto, la importancia relativa de 
los dos últimos, aquéllos que tienen una finalidad redistributiva, no alcanza el 50%. 
Ahora bien, si se lograra reducir totalmente la brecha fiscal, algo harto improbable y 
posiblemente ineficiente, el peso de los impuestos con potencial redistributivo pasaría 
a ser exactamente del 50%. En definitiva, la reducción de la brecha fiscal coadyuvaría 
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Tabla 1: Cálculo de la brecha fiscal del IP. Principales resultados  
BRECHA FISCAL 
IP 
Infradeclaración No-declaración Impago Total 
Valor absoluto 
(€) 
331.629.153 3.304.866 5.961.432 340.895.451 
% recaudación 
potencial 
43,14% 0,43% 0,78% 44,34% 










Figura 2: Brecha fiscal del IP por deciles de riqueza 
Nota: Los deciles están definidos en función del patrimonio total (base imponible + exenciones) 
declarado inicialmente por los contribuyentes. Las cifras comprendidas dentro de los paréntesis indican 
el límite inferior de cada decil, en millones de euros. La brecha fiscal del primer decil es del 100% porque 





















Figura 3: Brecha fiscal del IP por tramos de base liquidable 
Nota: Los tramos están definidos en función de la base liquidable declarada inicialmente por los 
contribuyentes. Las cifras comprendidas dentro de los paréntesis indican el límite inferior de cada tramo, 
en millones de euros. Los no-declarantes se encuentran distribuidos en los tres primeros tramos en 
función de la base liquidable estimada. 
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Tabla 2: Cálculo de la brecha fiscal del ISD. Principales resultados 
BRECHA FISCAL 
ISD 
Infradeclaración Impago Total 
Valor absoluto 
(€) 
238.013.631 39.902.512 277.916.143 
% recaudación 
potencial 
35,34% 5,92% 41,26% 
% brecha fiscal 85,64% 14,36% 100,00% 
 
 
Figura 4: Impuesto sobre sucesiones y donaciones: desglose de los componentes de 
la brecha fiscal 
Nota: La composición de la brecha fiscal está diferenciada por cada modalidad del impuesto: [S] hace 




Figura 5: Brecha fiscal del ISD por tramos de base liquidable 
Nota: La brecha fiscal está calculada separadamente por cada modalidad del impuesto: [S] hace referencia 
a Sucesiones y [D] a Donaciones. Los tramos están definidos en función de la base liquidable declarada 
inicialmente por los contribuyentes. Las cifras comprendidas dentro de los paréntesis indican el límite 






Tabla 3: Cálculo de la brecha fiscal del ITPAJD. Principales resultados. 
BRECHA FISCAL 
ITPAJD 
Infradeclaración Impago Total 
Valor absoluto 
(€) 
147.752.951  6.281.409  154.034.360 
% recaudación 
potencial 
10% 0,43% 10,43% 










Figura 6: Brecha fiscal del ISD por grupos de parentesco 
Nota: La brecha fiscal está calculada separadamente por cada modalidad del impuesto: [S] hace referencia 
a Sucesiones y [D] a Donaciones. 
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Figura 7: Brecha fiscal calculada por deciles del VD 
Nota: Los deciles están definidos en función del valor declarado inicialmente por los contribuyentes (base 
imponible + exenciones). Los números comprendidos dentro de los paréntesis indican el límite inferior de 
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